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A través de una investigación jurídica, descriptiva, cualitativa se pretende realizar 
un análisis de la relación entre la contratación estatal y el régimen disciplinario de 
los servidores públicos para la consecución de los fines del Estado colombiano. Del 
cual no se excluye el régimen disciplinario de las fuerzas militares - Ley 1862 de 
2017 - en el que se establece claramente como falta gravísima el desconocimiento 
de los principios o procedimientos que regulan la actividad contractual, y la función 
administrativa, la cual será objeto de sanción por parte del competente disciplinario 
y también de los demás procesos a que hubiere lugar, debido a la relación de 
especial sujeción que entraña a los miembros de la fuerzas militares con la 
Constitución Política, sus derechos, deberes, principios y valores en aras de 
garantizar y preservar el orden justo, el mantenimiento de la paz en el territorio 
nacional y ayudar a la consecución de los fines esenciales.  
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A legal, descriptive, qualitative investigation was carried out in which it could be 
concluded that there is a clear relationship between government contracting and 
public servants to achieve the purposes of the Colombian State, without being the 
exception of the disciplinary regime of the military forces, Law 1862 de 2017, which 
clearly establishes as a very serious breach the ignorance of the principles or 
procedures that regulate the contractual activity, and the administrative function, 
which will be sanctioned by the disciplinary competent judge and also of the other 
processes a that there may be, due to the relationship of special subjection that 
involves the members of the military forces with the Political Constitution, their rights, 
 
 
duties, principles and values in order to guarantee and preserve the just order and 
the maintenance of peace in the National territory. 
 










En materia contractual, las fuerzas militares, dada su naturaleza jurídica y la relación 
especial de sujeción intensificada, es responsable de un deber ser, de acuerdo a 
las funciones y responsabilidades que la Constitución le ha encomendado, debe 
cumplir a cabalidad con los principios que rigen la contratación estatal como lo son: 
transparencia, economía, responsabilidad, entre otros, implica un comportamiento 
ético e integral que encuentra su fundamento en el artículo 2 de la Ley 1862 de 
20171 
 
De igual manera, la Constitución Política consagra en su artículo 2, como fin 
esencial del Estado colombiano: 
 
“Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo; Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, 
y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares”2 
 
                                                          
1 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 1862 (4 de agosto de 2017). “Por la cual se 
establecen las Normas de Conducta del Militar Colombiano y se Expide el Código Disciplinario 
Militar”. Art 2. Comportamiento militar. “El militar ajustará su comportamiento a la ética, disciplina, 
condición, principios, valores y virtudes característicos de las Fuerzas Militares; parágrafo: La 
formación en ética militar es obligatoria y corresponde al Comando General de las Fuerzas Militares, 
liderar, orientar y desarrollar planes de formación permanente, programas de capacitación, 
actualización y profundización en ética militar” 




Estos fines esenciales son consagrados en la Constitución, para garantizar un orden 
justo en un Estado social de derecho democrático, justo, participativo y equitativo, 
tiene como finalidad el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes, 
mediante la prosperidad general y la provisión de los servicios públicos esenciales, 
funcionando como un todo, del cual hace parte la contratación estatal, considerada 
como un complicado engranaje, ya que el gobierno nacional a través de sus 
instituciones, servidores y funcionarios públicos, delega funciones para servir a la 
comunidad, proveerles sus servicios y necesidades más básicas, contratando para 
el sector público y/o privado los bienes y servicios que permiten el óptimo 
funcionamiento del Estado y, a su vez, la consecución de estos fines esenciales. 
 
Ahora bien, desde el punto de vista teórico, la doctrina ha establecido que: 
 
“Con la celebración de los contratos las entidades estatales deben buscar el 
cumplimiento de los fines del Estado, así como la continua y efectiva prestación 
de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de las 
personas que viven en Colombia; El particular, por su parte, al contratar con el 
Estado debe considerar que al celebrar y ejecutar tales contratos colabora con el 
Estado en la consecución de éstos, así como el cumplimiento de su función 
social”3 
 
Desde el punto de vista disciplinario, la doctrina ha señalado que los fines 
esenciales, no deben ser menoscabados por el accionar de un servidor público que 
transgrede una norma disciplinaria, pero al mismo tiempo viola derechos, principios, 
valores y fines consagrados en la Constitución, lo cual genera un desequilibrio en el 
ordenamiento jurídico, siendo la administración pública, la responsable de impartir 
justicia y de restaurar el equilibrio. 
 
                                                          
3 BUSTOS, Juan y FONSECA, José. La contratación estatal en Colombia. [En línea] Disponible en: 
< shorturl.at/yKNS1> [Consultado: 22 de abril de 2019] 
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De esta manera, la doctrina parte de la concepción de que existe: 
 
“una clara diferencia entre la responsabilidad especial, exclusiva y excluyente la 
de los servidores públicos pertenecientes a las fuerzas militares y la 
responsabilidad de los demás servidores públicos en general; Diferencia que 
parte del artículo 9 del estatuto superior y el artículo 142 de la ley 1952 de 20194, 
previstos en los artículos 57 y 172 de la Ley 1862 de 20175; Situación que remite 
al servidor público a una Relación Especial de Sujeción y a la que la Corte 
Constitucional está obligada a respetar”6 Debido a que precisamente la 
naturaleza jurídica de las fuerzas militares y las responsabilidades que la misma 
Constitución les ha asignado, se consideran “especiales” y solo son propias e 
inherentes a su cargo. 
 
Dado lo anterior, y con el fin de ahondar en la presente investigación jurídica, se 
busca determinar cuál es el deber funcional de los miembros de las fuerzas 
militares, frente a la responsabilidad disciplinaria en el ejercicio de la contratación 
estatal en el sector defensa, desde la discrecionalidad del competente disciplinario 
y otros componentes frente al comportamiento ético y disciplinario del militar en 
servicio activo, que ejerce la contratación pública, como una función más, al 
impuesto constitucionalmente por el Estado colombiano y de la sociedad en general. 
 
                                                          
4 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 1952 (28 de enero de 2019). “Por medio de 
la cual se expide el Código General Disciplinario y se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas 
disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho disciplinario” 
5 Ley 1862, 2017. Op. cit. 
6 CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Boletín Jurídico No. 2 (2 de marzo 




1. ANTECEDENTES METODOLÓGICOS 
 
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
El derecho disciplinario, es el mecanismo de auto-tutela mediante el cual el Estado 
ejerce la potestad sancionadora para garantizar el adecuado funcionamiento de la 
administración pública y la efectiva prestación del servicio público, en el marco del 
respecto de los fines constitucionales. Por consiguiente, la afectación al patrimonio 
del Estado por parte de los servidores públicos, implica una serie de reproches 
dentro del derecho sancionatorio.  
 
Así las cosas, para el presente trabajo nos avocaremos desde el punto de vista 
disciplinario, atendiendo que “la imposición de sanciones por las faltas cometidas 
están relacionadas con el deber funcional del servidor público y, por ende, la ilicitud 
sustancial del actuar”7 según lo establecido en los artículos 42 al 48 de la Ley 734 
de 2002, o en su defecto desde el artículo 46 al 52 de la Ley 1952 de 2019. 
 
En lo que respecta a las Fuerzas Militares, en la Ley 1862 de 2017, lo establece a 
través del artículo 75 hasta el 85; además, frente a la responsabilidad disciplinaria 
en el ejercicio de la contratación estatal dentro de este régimen especial, el 
legislador la determina como falta gravísima, a través del artículo 76: Faltas 
Gravísimas, numerales 40 y 41; Estos numerales establecen lo siguiente: numeral 
40 “intervenir en la tramitación, celebración de contrato estatal con persona que esté 
incursa en alguna causal de incompatibilidad o inhabilidad prevista en la 
Constitución Política o en la ley, por su parte, el numeral 41, establece el participar 
                                                          
7 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 734 (5 de febrero de 2002). “Por la cual se 
expide el Código Disciplinario Único” 
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en la etapa precontractual, en la actividad contractual en detrimento del patrimonio 
público, o con desconocimiento de los principios o reglamentación vigente”8 
 
No obstante, es importante aclarar que estas faltas disciplinarias antes descritas, 
desde el punto de vista penal militar, se consideran como delito común el detrimento 
contra el patrimonio público, puesto que los miembros de las fuerzas militares dada 
su relación con el Estado, están obligados a cumplir con su deber acorde con sus 
funciones (deber funcional), relaciones que se consideran como “especiales”, razón 
por la cual surge la ilicitud sustancial, concepto ampliamente discutido en nuestro 
ordenamiento jurídico, considerado como una falta que genera una responsabilidad 
disciplinaria al agraviar el servidor público de las fuerzas armadas al estricto 
cumplimiento de sus funciones, pero también contra los fines esenciales del Estado 
consagrados en la Constitución Política y contra los principios que rigen la 
contratación pública, surgiendo de esta manera dos tipos de responsabilidades: la 
disciplinaria y la penal. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia C-561 de 1997, señala que la 
Justicia Penal Militar, contempla los hechos punibles militares, y también los delitos 
comunes en los que puede quedar incurso un miembro de la Fuerza Pública en el 
cumplimiento de las funciones asignadas, la misión o el servicio.  
 
Bajo estos aspectos, no todos los delitos son investigados o juzgados por la Justicia 
Penal Militar, “única y exclusivamente aquellos que guardan íntima relación de 
conexidad con los actos propios de la función pública que le corresponde desarrollar 
a la fuerza pública”9  
 
                                                          
8 Ley 1862, 2017. Op. cit. 
9 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-561. Expediente D- 1609 (6 de 
noviembre de 1997). [M. P. Carlos Gaviria Díaz] 
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Corresponde, en esta investigación desde el ámbito disciplinario, analizar el deber 
funcional de las fuerzas militares frente a la responsabilidad disciplinaria en el 
ejercicio de la contratación estatal, respetando siempre el debido proceso tal y como 
está establecido en la Constitución Política de 1991, artículo 29 (debido proceso) y 
artículo 209 (principios que rigen la función administrativa, la cual está al servicio de 
los intereses generales). 
 
Así mismo, la discrecionalidad del competente disciplinario en las Fuerzas Militares, 
en atención a las relaciones especiales de sujeción y finalmente la responsabilidad 
ante un juicio subjetivo en materia disciplinaria emanada de la contratación pública. 
 
1.1.1. Pregunta de investigación.  
 
¿Cuál es el deber funcional de los miembros de las fuerzas militares frente a la 




Los oficiales y suboficiales de las fuerzas militares de acuerdo a su deber funcional 
y a las relaciones especiales de sujeción a las que están sujetos, tienen mayor 
responsabilidad en el ejercicio de la contratación estatal, tanto en el ámbito del 
derecho disciplinario como del derecho penal. Razón por la cual, serán objeto de 
doble investigación sin vulnerar el debido proceso, ni el principio del non ibis ídem, 
puesto que en caso de cometer irregularidades en el proceso de contratación 
pública afectan al patrimonio del Estado, al interés general de la nación, pero 
también al correcto funcionamiento de las fuerzas militares. No obstante, en materia 
disciplinaria, la potestad sancionatoria de los funcionarios competentes se ajusta a 
un debido proceso, frente al desarrollo del ejercicio del derecho disciplinario y el 






1.1.2. Objetivo general. 
 
Determinar Cuál es el deber funcional de los miembros de las fuerzas militares 
frente a la responsabilidad disciplinaria en el ejercicio de la contratación estatal, 
según lo consagrado en los principios de transparencia, economía y 
responsabilidad. 
 
1.1.3. Objetivos específicos 
 
 Determinar la responsabilidad disciplinaria desde el punto de vista 
constitucional y legal. 
 Describir el deber funcional frente al grado de discrecionalidad del 
competente disciplinario en las Fuerzas Militares, desde el punto de vista de la 
contratación estatal. 
 Identificar en qué consisten las llamadas relaciones especiales de sujeción. 
 Analizar la responsabilidad ante un juicio disciplinario subjetivo, emanada de 





2. LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DESDE EL PUNTO DE VISTA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL 
 
En la actualidad el régimen disciplinario de las Fuerzas Militares, tiene como 
finalidad, establecer unas normas de conducta y actuación militar, precisando un 
marco ético con alcance a todos sus roles, para la persona que escoge por profesión 
servir a la patria. Por consiguiente, es necesario advertir que, aun siendo un régimen 
especial, no escapa a los preceptos constitucionales, en materia disciplinaria, este 
derecho disciplinario ha tenido como antecedente normativo el Decreto 1797 de 
200010 y la Ley 836 de 200311.  
 
Así las cosas, el gobierno nacional expide la Ley 1862 de 2017, la cual derogó en 
su artículo 252 la Ley 836 de 2003, entre los principales cambios de esta ley, se 
identifican los realizados en materia disciplinaria, encontrando que puede ser 
correctiva y sancionatoria.  
 
“Los medios correctivos son aquellos que se utilizan para encauzar la disciplina 
y los sancionatorios son las sanciones legalmente impuestas que tienen como 
finalidad el restablecimiento de la disciplina; igualmente, se define la disciplina 
militar como el conjunto de normas de conducta que el militar debe observar y 
acatar en el ejercicio de su carrera, lo cual se considera como una condición 
esencial para la existencia de las fuerzas militares artículo 3, clasificándose las 
faltas en Primer Grado (Faltas Gravísimas), Segundo Grado (Faltas Graves) y 
Tercer Grado (Faltas Leves)”12 
 
                                                          
10 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Decreto - Ley 1797 (14 de septiembre de 2000). 
“Por el cual se expide el Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares” 
11 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 836 (17 de julio de 2003). “Por el cual se 
expide el Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares” 
12 Ley 1862, 2017. Op. cit. 
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De la misma manera, se establece en el artículo 5, que la condición del militar se 
fundamenta en el acatamiento de la Constitución y las leyes, considerados como 
valores militares según el artículo 6, numerales 10, 11, 12, entre otros, la obediencia, 
el servicio y la disciplina. 
 
La obediencia hace alusión al cumplimiento de la voluntad de quien manda 
(inmediato superior), el servicio hace referencia a la satisfacción de las necesidades 
de la comunidad de acuerdo a los fines esenciales que la Constitución ha 
consagrado y sobre los que ésta se fundamenta y, finalmente, la disciplina, que 
implica el cumplimiento de las normas y órdenes establecidas, reconociendo la 
autoridad. 
 
Por su parte, la Corte Constitucional en Sentencia C-053 de 2018, ha sido muy clara 
en señalar que, el Régimen Disciplinario para los miembros de las fuerzas militares 
es especial, distinto al régimen común para los demás servidores públicos del 
Estado, lo cual no se considera como un tratamiento desigual según lo dispuesto en 
el artículo 13 de la Constitución, puesto que el legislador goza de amplia libertad de 
configuración: 
 
“Y de plena autonomía para establecer un régimen disciplinario especial para los 
miembros de las Fuerzas Militares, tanto en materia sustancial como procesal, 
distinto del régimen común reconocido para el juzgamiento de las faltas 
disciplinarias cometidas por el resto de los servidores públicos del Estado; Por lo 
anterior, el Congreso no infringió el artículo 13 de la Constitución cuando 
estableció que el grado de consulta en el procedimiento disciplinario militar es 
diferente del de los demás regímenes”13 
 
                                                          
13 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-053. Expediente D-11918 (30 de mayo 
de 2018). [M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado] 
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Es importante hacer claridad que, desde el punto de vista doctrinario se explica 
claramente que, la diferencia entre el régimen disciplinario de las fuerzas militares 
y el derecho disciplinario general para los demás servidores públicos se debe 
precisamente a las funciones que desempeñan los militares. Razón por la cual se 
considera como un régimen especial intensificado, ya que este solo “puede incluir 
faltas relacionadas con la función militar”14 y que solo de manera residual se aplica 
la norma general cuando quiera que la especial, esto es el Régimen Disciplinario 
Militar no se ocupe de una conducta disciplinable y de la cual sea autor un miembro 
de las fuerzas militares. 
 
En efecto, funciones tales como “la defensa de la soberanía nacional, la 
independencia, la integridad del territorio nacional y el orden constitucional” son 
propias de las fuerzas militares e inherentes a ellas, las cuales son consideradas 
como “especiales” y “primordiales” según lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 
217 de la Constitución Política. 
 
De igual manera, en este mismo artículo, la Carta Magna es muy clara en darle 
libertad de configuración al legislador, al señalar que es la ley la que determina el 
[…] “régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio” a 
los miembros de las fuerzas militares. 
 
Razón por la cual, los miembros de las fuerzas militares gozan de un régimen 
disciplinario especial debido a las funciones inherentes a su cargo que la misma 
Constitución les ha encomendado y las cuales son diferentes al de los demás 
servidores públicos. 
 
Bajo estos aspectos, el legislativo en Colombia presenta en el 2015, el proyecto de 
ley con el fin de no estar modificando a través de reglamentos el régimen 
                                                          
14 Ibid.  
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disciplinario, siguiendo los lineamientos establecidos por la Corte Constitucional en 
Sentencia C-328 de 2003, […] “al declarar inexequible la expresión y reglamentos 
que se encontraba consagrada en el numeral 35 del artículo 35 de la Ley 734 de 
2002, en el sentido de indicar que por reglamentos no se pueden establecer 
deberes, prohibiciones o faltas”15 Siendo lo anterior, ratificado en el numeral 34 del 
artículo 39 de la Ley 1952 de 201916.  
 
El régimen disciplinario militar fue expedido por el legislador, estableciendo como 
prioridad el comportamiento ético militar y modificando el régimen sancionatorio 
donde algunas faltas leves pasaron a ser correctivos y establece la multa como 
sanción. Asimismo se incorporó la figura de la caducidad.17 No obstante, es 
importante tener en cuenta que, en la Ley 1952 del 28 de enero de 2019, norma de 
normas en la materia disciplinaria, la caducidad desaparece dejando solo en el 
artículo 33:  
 
“Prescripción e interrupción de la acción disciplinaria; Es decir, esta norma 
replantea la prescripción como forma de extinción de la acción disciplinaria, 
eliminando la caducidad e introduciendo la interrupción de la prescripción con la 
adopción y notificación del fallo de primera instancia o única instancia”18 
 
El término en primera instancia será de cinco años, y para emitir y notificar el fallo 
de segunda instancia o de reposición, el juez disciplinario tendrá un término de dos 
años, contados a partir del día siguiente del vencimiento para impugnar la decisión. 
Asimismo, habrá un término especial de prescripción por violación de derechos 
humanos (DDHH) y al Derecho Internacional Humanitario (DIH), aspecto que 
deberá ser una garantía procesal para los miembros de la fuerza pública. 
                                                          
15 VILLEGAS, Luis. Exposición de Motivos. Proyecto de Ley de 2015. “Por la cual se establecen las 
normas de conducta del militar colombiano y se expide el Código Disciplinario Militar”. [En línea] 
Disponible en: <shorturl.at/bcovB> [Consultado: 22 de abril de 2019]. 
16 Ley 1952, 2019. Op. cit. 
17 VILLEGAS, Luis. Op. cit. 
18 Ley 1952, 2019. Op. cit. 
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Ahora bien, desde el punto de vista doctrinario, la ilicitud sustancial disciplinaria 
debe ser entendida “como la afectación sustancial de los deberes funcionales, al 
contrariarse los principios que rigen la función pública”19 entendiéndose como 
función pública “el conjunto de tareas y de actividades que deben cumplir los 
diferentes órganos del Estado, con el fin de desarrollar sus funciones y cumplir sus 
diferentes cometidos y, de este modo, asegurar la realización de sus fines”20  
 
Fines que son esenciales y que están consagrados en el artículo 2 de la 
Constitución Política, consagrando como: “fines esenciales: el servicio a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, entre otros”21 
 
De esta manera y en plena armonía con el artículo 113 de la Constitución Política 
de 1991, el cumplimiento de los fines esenciales depende, en gran manera, en 
palabras de Rentería y Torres22, del estricto y cabal funcionamiento de los deberes 
funcionales por parte de los servidores públicos. 
 
2.1. EL DEBER FUNCIONAL FRENTE AL GRADO DE DISCRECIONALIDAD DEL 
COMPETENTE DISCIPLINARIO EN LAS FUERZAS MILITARES, DESDE EL 
PUNTO DE VISTA DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
La Corte Constitucional en Sentencia C-721 de 2015, señaló que se considera como 
fundamento de la responsabilidad disciplinaria el incumplimiento de los deberes 
funcionales, los cuales están íntimamente ligados con los fines esenciales del 
Estado y a su vez, con la contratación estatal, pues es a través de ésta que se 
                                                          
19 RENTERÍA, Danis y TORRES, Jacobo. El debido proceso en las actuaciones disciplinarias 
militares. Un estudio de caso: la Tercera Brigada del Ejército Nacional. [En línea] Pontifica Disponible 
en:<shorturl.at/uwPU3> [Consultado: 22 de abril de 2019].  
20 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-631, Expediente D-1326. (21 de 
noviembre de 1996). [M. P. Antonio Barrera Carbonell]  
21 Constitución política de Colombia, 1991. Op. cit 
22 RENTERÍA, Danis y TORRES, Jacobo. Op. cit. 
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promueve el desarrollo económico para el mejoramiento de la calidad de vida de los 
colombianos y el bienestar general.23 
 
Por su parte, el Consejo de Estado en Sentencia 01092 de 2018,24 señaló que de 
acuerdo a lo consagrado en Sentencia C-818 de 2005: 
 
“la tipicidad en las infracciones disciplinarias se determina por la lectura 
sistemática de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y 
aquella otra que de manera genérica prescribe que el incumplimiento de tales 
funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción disciplinaria”25 Ello 
garantiza que el operador disciplinario incurra en lo que comúnmente se conoce 
como una formulación de un pliego de cargos anfibológico o confuso. 
 
Ahora bien, ello no significa que desaparezcan las infracciones disciplinarias de tipo 
abierto, las cuales son aquellas que el legislador no ha contemplado en un listado 
detallado de una serie de conductas que de algún modo revisten cierta gravedad, 
remiten al juez disciplinario, a un complemento normativo “integrado por todas las 
disposiciones en las que se consagren deberes, mandatos y prohibiciones que 
resulten aplicables a los servidores públicos”26 
 
Mientras que los tipos en blanco, de uso normalmente en materia penal, son 
aquellos que requieren de un suplemento normativo para completar su alcance. “En 
las infracciones disciplinarias de tipo abierto el legislador no ha determinado de 
materia completa la materia de la prohibición, correspondiéndole cerrarlo al juez”27 
                                                          
23 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-721, Expediente D- 10744. (25 de 
noviembre de 2015). [M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub] 
24 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia 01092. Expediente 
2552-13. (17 de mayo de 2018) [C. P. William Hernández Gómez]. Sección segunda, subsección a. 
25 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-818, Expediente D- 5521. (9 de agosto 
de 2005). [M. P. Rodrigo Escobar Gil] 
26 Sentencia C-721, 2015. Op. cit. 
27 Sentencia 01092, Expediente 2552-13, 2018. Op. cit. 
14 
 
Por consiguiente, estos aspectos permiten cierto grado de discrecionalidad del 
competente disciplinario en las fuerzas militares, la aplicación de las normas que 
regulan los comportamientos de los militares en el ejercicio de sus funciones, 
aquellas que no estén contempladas en el régimen vigente y demás normas 
concordantes, serán analizadas por esta autoridad en armonía con los principios, 
valores y derechos de carácter fundamental. 
 
Desde el punto de vista de la contratación estatal, el deber funcional entraña una 
relación de especial sujeción que no debe desconocer los principios que rigen la 
actividad contractual como son el de transparencia, economía y responsabilidad que 
permitirán al competente disciplinario determinar e identificar la falta de acuerdo a 
las normas que entrañan dicho deber funcional y, a su vez, las desarrollan y las 
concretan con el fin de precisar el tipo y configurar la tipicidad de la falta. 
 
Desde el punto de vista doctrinario, es importante recordar que la falta disciplinaria 
se estructura a partir de tres elementos que son: la tipicidad, la antijuridicidad y la 
culpabilidad. La tipicidad, según Alberto López: 
 
“es aquella que resulta de la comparación y adecuación, entre la conducta 
omisiva o de acción de un determinado sujeto, y los presupuestos detalladamente 
establecidos como falta disciplinaria en el ordenamiento jurídico”28 
 
De esta manera, la ley es muy clara al señalar que: “solo podrán ser investigados y 
sancionados disciplinariamente, quienes incurran en comportamientos que estén 
descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización”29  
 
                                                          
28 LÓPEZ, Alberto. La Responsabilidad Disciplinaria Motivada en el Desconocimiento de los 
Principios que Rigen la Actividad Contractual del Estado. [En línea] Disponible en: 
<shorturl.at/CHLPT> [Consultado: 22 de abril de 2019]. 
29 Ibid.  
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Por consiguiente, en materia disciplinaria las Fuerzas Militares, deben tener en 
cuenta que para cumplir con los principios que rigen la actividad contractual, los 
servidores públicos deben realizar sus actuaciones de manera integral y no 
solamente legal. Lo anterior significa, que debe tener en cuenta el marco ético y 
normativo en la aplicación de los principios rectores como son el, Transparencia, 
Responsabilidad, y Economía. Además y entre otros, los de Coordinación, 
Sostenibilidad Fiscal e Integradores del Régimen Jurídico de los Contratos 
Estatales.30  
 
No obstante, no es posible endilgar la comisión de una falta disciplinaria por el 
desconocimiento de los principios que rigen la contratación estatal de manera 
general y abstracta, pues necesariamente en un auto de cargos y a su vez en el 
fallo disciplinario, se requiere precisar en qué consiste la falta disciplinaria de 
manera clara y concreta. 
 
En este sentido se pronunció el Consejo de Estado manifestando que, en los casos 
en los que se pretenda endilgar la falta en la que se fundamenta un fallo disciplinario 
se debe o bien hacer referencia al desconocimiento directo de un precepto 
constitucional o de una de las reglas que desarrollan los principios que rigen la 
contratación estatal.31  
 
Así las cosas, el Principio de Transparencia, regulado por el artículo 24 de la Ley 80 
de 199332, nos conlleva a que este es uno de los pilares fundamentales para la 
escogencia de contratistas y busca que las actuaciones de las entidades del Estado 
                                                          
30 YONG, Samuel. El Contrato Estatal en el Contexto de la nueva legislación. Bogotá. Grupo editorial 
Ibáñez, 2015. ISBN: 9789587494297. 4ª. Ed. p. 45 y ss. 
31 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia SE. 00003, Expediente 
1358-12. (25 de enero de 2018) [C. P. Gabriel Valbuena Hernández]. Sección segunda, subsección 
A. 
32 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 80 (28 de octubre de 1993). “Por la cual se 
expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”. [En línea]. Bogotá D.C. 
Diario Oficial No. 41.094  
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sean diáfanas. Además, este principio está directamente relacionado con el 
Principio de la Selección Objetiva, reglamentado en el artículo 5 de la Ley 1150 de 
200733.  
 
En cuanto al Principio de Economía, reglamentado por el artículo 25 de la Ley 80 
de 1993, y encaminado por el principio de eficiencia, tiene aplicabilidad en la etapa 
precontractual como contractual, buscando la celeridad y eficacia en los 
procedimientos para buscar satisfacer los fines del Estado. Por lo tanto, no se debe 
entender que este solo hace alusión a la economía de los recursos financieros, sino, 
también, a la economía de tiempo y cumplimiento de las etapas y términos previstos 
en la contratación pública.  
 
Frente al Principio de Responsabilidad, normalizado por el artículo 26 de la Ley 80 
de 1993, y fundamentado por el artículo 6 de la Constitución Política de Colombia, 
la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de los 
procesos de selección, recae sobre el representante legal de la entidad estatal. No 
obstante, el artículo 2.2.1.1.2.2.3 del Decreto 1082 de 2015, señala que los 
miembros del comité evaluador y asesor, designado por el ordenador del gasto, 
para cada proceso de contratación, están sujetos a las causales de inhabilidad, 
incompatibilidad y conflicto de intereses en el proceso para el cual fueron 
nombrados. 
 
De igual forma, es importante indicar que los principios que rigen la función pública 
(moralidad, igualdad, celeridad, imparcialidad, economía, publicidad y eficacia) 
como los principios de la gestión fiscal (eficacia, economía, equidad, valoración de 
costos ambientales), descritos en los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, 
respectivamente, se entienden integrados al marco normativo aplicable en materia 
                                                          
33 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 1150 (16 de julio de 2007). “Por medio del 
cual se introducen medidas para la eficacia y la transparencia en la ley 80 de 1993 y se dictan otras 




contractual de conformidad con la remisión expresa del artículo 13 de la Ley 1150 
de 2007. 
 
Es decir, la inobservancia de estos principios, conlleva a que el servidor responda 
por sus actuaciones y omisiones antijurídicas e indemnizarán los daños que causen 
con ocasión de las mismas.34 
 
Bajo estos aspectos, “El servidor público debe atenerse a las funciones que por 
Constitución, ley o reglamento le han sido asignadas las que en materia de 
contratación lo conducen a la obediencia de las normas que rigen el trámite y 
procedimiento de preparación, celebración y ejecución del contrato estatal, y 
cuya infracción constituye falta disciplinaria gravísima, la que conlleva una 
sanción disciplinaria, entendida como él […] mal infligido por la administración a 
un administrado como consecuencia de una conducta ilegal”35 
 
La anterior afirmación haya explicación en lo expuesto por la Corte Constitucional 
en Sentencia C-452 de 2016, al señalar que, desde el punto de vista disciplinario y 
sancionador, la conducta del servidor público que sea reprochable debe existir 
“necesariamente una afectación del deber funcional”.  
 
En caso contrario, la Corte ha precisado que se estará ante un exceso en el ejercicio 
del poder disciplinario y agrega que: “ante la inconstitucionalidad de la norma legal 
correspondiente, al mostrarse contraria con el principio de proporcionalidad 
aplicable a las diferentes manifestaciones del ius puniendi del Estado”36 
 
                                                          
34 MINISTERIO DE DEFENSA. Resolución 6302 (31 de julio de 2014). “Por la cual se Adopta el 
Manual de Contratación del Ministerio de Defensa Nacional y sus Unidades Ejecutoras”  
35 LÓPEZ, Alberto. Op. cit. 
36 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-452, Expediente D- 11205. (24 de 
agosto de 2016). [M. P. Luis Ernesto Vargas Silva] 
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Desde este punto de vista, es importante precisar dos criterios que el competente 
disciplinario de la Fuerzas Militares, tendrá que tener en cuenta, en el desarrollo de 
investigaciones disciplinarias que se enmarquen dentro del artículo 76 Faltas 
Gravísimas, numerales 40 y 41 de la Ley 1862 de 2017, frente a una posible 
responsabilidad disciplinaria en el ejercicio de la contratación pública, así:  
 
El primero de ellos es la valoración de la conducta del servidor público y la norma 
acusada o vulnerada.37 Y el segundo de ellos, es la afectación de los derechos 
fundamentales o principios o valores consagrados en la Constitución Política. 
 
“La acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que 
existe entre el funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública 
y se origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 
extralimitación en el ejercicio de las funciones”38 
 
En el nuevo Código Disciplinario Militar, Ley 1862 de 2017, se estableció como 
criterio fundante y de responsabilidad el punto de vista ético del comportamiento del 
servidor público. Esto significa que el competente disciplinario, también deberá 
analizar si dicha conducta objeto de estudio o sanción, entraña una falta disciplinaria 
y/o ética del militar en servicio. 
 
Además, y con base a lo anteriormente expuesto, es oportuno traer a colación que 
con “La consecución del nuevo Código General Disciplinario definitivamente 
constituye un logro significativo al concebirse el Derecho Disciplinario como 
                                                          
37 Ley 1862, 2017. Op. cit. art. 63. Interpretación de la ley disciplinaria. “En la interpretación y 
aplicación de la ley disciplinaria el funcionario competente debe tener en cuenta que la finalidad del 
proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la 
verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él 
intervienen” 
38 Sentencia C-452, 2016. Op. cit. 
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expresión sancionadora propia del Estado dentro de los Regímenes que regulan las 
relaciones especiales de sujeción”.39 
 
Desde el punto de vista de la contratación estatal, tanto la doctrina como las normas 
disciplinarias y la Constitución como norma de normas, se constituye falta 
disciplinaria del militar en servicio, cuándo esté contemplada en el Código 
Disciplinario y no solamente bastará la afectación de un principio de interés superior 
consagrados en la Constitución y cuya transgresión o vulneración por si solos no 
configura antijuridicidad disciplinaria militar,40 es preciso que este principio esté 
acorde con el régimen disciplinario y con la normatividad en materia contractual, 
recordando tal y como lo precisa la Corte que: 
 
“Como lo ha sostenido la jurisprudencia de la corte constitucional la finalidad de 
la potestad disciplinaria es “asegurar los principios que regulan el ejercicio de la 
función pública, como son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad”41 
 
Asimismo, en el artículo 4442 “por la cual se establecen las normas de conducta del 
militar colombiano y se expide el código disciplinario” se establece que de acuerdo 
al principio de legalidad que “El servidor público y el particular en los casos previstos 
en este código solo serán investigados y sancionados Disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su 
realización”.  
 
                                                          
39 CARDOZO, Jemife. El impacto del Nuevo Código General Disciplinario en el reglamento del 
Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares. [En línea] Disponible en: <shorturl.at/dpxOQ> 
[Consultado: 24 de abril de 2019]. 
40 Ley 1862, 2017. Op. cit. art. 57. Antijuridicidad disciplinaria militar. “La conducta es antijurídica 
cuando afecte sin justificación alguna, los siguientes intereses: el servicio, la probidad, la disciplina, 
los fines o las funciones del Estado”  




Al tiempo que el artículo 6443 señala que, en la aplicación de este código 
prevalecerán los principios rectores contenidos en esta ley y en la Constitución 
Política. Es así como este artículo establece clara y expresamente que “En la 
aplicación del régimen disciplinario prevalecerán los principios rectores contenidos 
en esta ley y en la Constitución Política”, los cuales deberán ser integrados con las 
demás normas concordantes en materia disciplinaria. 
                                                          




3. RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN Y PUNTUALIDADES A TENER 
ENCUENTA EN LA ILICITUD SUSTANCIAL 
 
La Corte Constitucional y el Consejo de Estado han establecido de manera clara y 
reiterada en su jurisprudencia que lo importante en materia disciplinaria del servidor 
público es que se infrinja una norma disciplinaria para que los cargos prosperen, los 
cuales deben tener “cierta relevancia, importancia o parte esencial frente a los fines 
del Estado, la satisfacción del bien general y los principios de la función pública”44 
 
Lo anterior implica, tal y como lo precisa el Consejo de Estado y la Sala 
Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura que lo importante no es 
establecer la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos tutelados por el 
Estado, sino que lo relevante es establecer el “grado de afectación de los deberes 
funcionales”45 
 
Bajo estos aspectos, la Ley 734 de 2002, cuando se refiere a la “ilicitud sustancial”, 
hace referencia “a la antijuridicidad, que es de carácter sustancial y se conecta a la 
afectación de deberes y no de bienes jurídicos”46  
 
Ahora bien, es importante señalar que la ilicitud sustancial, es definida en el artículo 
5 de Ley 734 de 2002, como la afectación del deber funcional sin justificación 
alguna. Razón por la cual, la conducta del servidor público a la luz del juez 
disciplinario y de las normas disciplinarias, no son objeto de análisis, cuándo ésta 
trascienda a la esfera de lo íntimo y de lo personal e individual. Aspectos que son 
reiterados y con mayor claridad en el artículo 9 del Código General Disciplinario.47 
                                                          
44 Sentencia 01092, Expediente 2552-13, 2018. Op. cit. 
45 Ibid.  
46 Ibid.  
47 Ilicitud sustancial. “La conducta del sujeto disciplinable será ilícita cuando afecte sustancialmente 
el deber funcional sin justificación alguna; Habrá afectación sustancial del deber cuando se 




Posición normativa que es perfectamente armónica con lo establecido en el artículo 
57 de la Ley 1862 de 2017, en el cual se señala: “Antijuridicidad disciplinaria militar. 
La conducta es antijurídica cuando afecte sin justificación alguna, los siguientes 
intereses: el servicio, la probidad, la disciplina, los fines o las funciones del Estado” 
 
“el legislador sólo puede tipificar como conductas relevantes en el ámbito 
disciplinario aquellos comportamientos que afecten los deberes funcionales de 
quienes cumplen funciones públicas […] Es decir, el Estado está compelido a 
ejercer su poder de manera armónica con la cláusula general de libertad o, lo que 
es lo mismo, sin desconocer el efecto vinculante de la Carta Política como 
conjunto armónico de principios para la regulación de la vida social”48 
 
Como se ha venido reiterando en materia de contratación estatal, el deber funcional 
de los militares entraña una relación especial estandarizada e intensificada con los 
fines esenciales del Estado que han sido consagrados en la Constitución Política, 
quienes a su vez han sido llamados en virtud del artículo 122 superior a defender la 
Constitución, sus normas, principios, valores y las leyes que las desarrollan. 
 
Es así como nace la relación especial de sujeción, considerada como una categoría 
dogmática superior del derecho disciplinario que obliga a los servidores públicos y 
para el presente caso en especial a los militares a:  
 
“soportar unas cargas y obligaciones adicionales a las de cualquier ciudadano, 
en la medida en que es su responsabilidad la consecución de los propósitos 
estatales, las cuales tienen su origen en lo regulado por el artículo 6 de la 
Constitución Política que literalmente prevé: Los particulares sólo son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes; Los 
                                                          
48 Sentencia 01092, Expediente 2552-13, 2018. Op. cit. 
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servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en 
el ejercicio de sus funciones”49 
 
Dado lo anterior, la Corte Constitucional concluye que: 
 
“De allí se deriva que la falta disciplinaria se realiza por acción u omisión en el 
cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, por extralimitación de 
sus funciones, pero también con ocasión de ellos, concepto que se acompasa 
con la finalidad del derecho disciplinario, esto es, la búsqueda del interés general 
encausado a través de la prevención y buena marcha de la gestión pública, así 
como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado, en los 
términos del artículo 2 de la Carta Política”50 
 
Además de lo anterior, se puede inferir que las relaciones especiales de sujeción 
pueden encontrar su sustento normativo en el artículo 6, 90, 91, 92, 122, 123 y 124 
de la Constitución Política de Colombia y en los artículos 5, 21, 27, 28 y 43 de la 
Ley 734 de 2002, hoy representados en los artículos 9, 22, 27, 31 y 47 de la Ley 
1952 de 2019. En concordancia con el artículo 64 de la Ley 1862 de 2017. 
 
Por consiguiente y en palabras de la Doctora Gloria Gil García se entiende por 
relaciones especiales de sujeción: 
 
“como el mecanismo que dota a la administración de poderes extraordinarios 
para ejercer potestades; como toda sujeción que supone la eventualidad de 
soportar los efectos de una potestad de otro sobre el propio ámbito jurídico, pero 
que una vez la potestad es ejercida surgirán ya otras figuras jurídicas subjetivas, 
derechos, deberes, obligaciones, distintas de la indicada sujeción”51 
                                                          
49 Sentencia C-053, 2018. Op. cit. 
50 Ibid.  
51 GIL, Luz Marina y GARCÍA, Gloria. Relaciones especiales de sujeción. Aproximación Histórica al 




Por otro lado, y en desarrollo de las investigaciones disciplinarias en la Fuerzas 
Militares, el operador disciplinario debe en cuenta tener las siguientes precisiones 
de la Ilicitud Sustancial, atendiendo que ha hecho escuela indicar que la 
sustancialidad de la ilicitud se concreta en la afectación de deberes funcionales que 
se dan por la violación de los principios que rigen la función pública. Lo anterior, en 
pro de la lectura de los artículos 5 y 22 del Código Disciplinario Único, previstos hoy 
en los artículos 9 y 23 de la Ley 1952 de 2019, y los artículos 57 y 64 de la Ley 1862 
de 2017, así:  
 
3.1. LA ILICITUD SUSTANCIAL NO ES SINÓNIMO DE ANTIJURIDICIDAD 
FORMAL  
  
 “A pesar de que es correcto afirmar que la responsabilidad disciplinaria está 
soportada en la afectación de deberes funcionales, la antijuridicidad en materia 
disciplinaria no puede reducirse a un simple juicio de adecuación de la conducta 
con la sola categoría de la tipicidad; es decir, que sólo baste la correspondencia 
del comportamiento con la falta que se va a endilgar, dando por sentado la 
antijuridicidad, tal y como si se tratara de una especial presunción irrefutable; 
Esta aproximación es la que se deriva de la misma jurisprudencia y doctrina 
especializada, al decir que el derecho disciplinario no debe ni puede tutelar el 
cumplimiento de los deberes por los deberes mismos; En otros términos, aun 
cuando la conducta se encuadre en la descripción típica, pero tal 
comportamiento corresponda a un mero quebrantamiento formal de la norma 
jurídica, ello no puede ser objeto de la imposición de una sanción disciplinaria, 
                                                          




porque se constituiría en responsabilidad objetiva, al aplicarse medidas 
sancionatorias, sin que exista una verdadera y justa razón de ser” 52 
 
3.2. LA ILICITUD SUSTANCIAL TAMPOCO IMPLICA ANTIJURIDICIDAD 
MATERIAL  
 
“Tratándose de una categoría propia del derecho penal, la antijuridicidad material 
no alcanza a cobijar aquellas conductas que siendo desplegadas por el sujeto 
pasible de la acción disciplinaria, no implican la producción de un resultado, 
aunque sí comportan la violación de un deber funcional, y por ende, la 
vulneración de los principios constitucionales y legales que rigen la función 
pública, los cuales son exigibles de aquella persona que tiene con el Estado un 
vínculo especial (relación especial de sujeción); En esencia, es posible afirmar 
que la falta disciplinaria no exige para su configuración la producción de un 
resultado consistente en la lesión o interferencia de bienes jurídicos, ya que 
basta obrar en contravía de los deberes funcionales exigibles al disciplinado; de 
tal manera que la producción de un resultado se constituya en factor objetivo 
para dosificar la sanción disciplinaria y no de la estructuración de la falta”53. 
 
3.3. LA ILICITUD SUSTANCIAL DISCIPLINARIA  
 
“La ilicitud sustancial disciplinaria debe ser entendida como la afectación 
sustancial de los deberes funcionales, siempre que ello implique el 
desconocimiento de los principios que rigen la función pública; Esta sencilla pero 
clara lectura, es la que debe corresponder a la filosofía del derecho disciplinario, 
más allá de las imprecisiones de tipo semántico o gramatical en que pudo haber 
incurrido el legislador. Debe advertirse que no se pretende, de momento, 
                                                          
52 ORDOÑEZ, Alejandro. Justicia Disciplinaria. Procuraduría General de la Nación. Bogotá. IEMP - 
Instituto de Estudios del Ministerio Público. 2009. [En línea] Disponible en: <shorturl.at/mBEJL> p 25 
al 27.  
53 Ibid.  
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reformar el texto que subyace a la norma disciplinaria; De lo que se trata 
entonces, es de encontrar una interpretación acorde con los principios y fines 
que deben orientar el derecho disciplinario dentro del marco del Estado Social 
de Derecho, como herramienta útil para encauzar la conducta de quienes ejercen 
función pública; Si el significado real del término antijuridicidad es el de ser 
contrario a derecho, debe entenderse que para estimarse cumplida la 
contrariedad de la conducta, ésta debe tener una razón de ser; El 
comportamiento, más que desconocer formalmente la norma jurídica que lo 
prohíbe, debe ser opuesto o, cuando menos, extraño a los principios que rigen 
la función pública; La lectura correcta del instituto analizado debe armonizarse 
con el artículo 22 del Código Disciplinario Único, donde se establece que la 
garantía de la función pública descansa en la salvaguarda, por parte del sujeto 
disciplinable, de los principios que la gobiernan, 13 a los cuales se suscribe el 
cumplimiento de sus deberes y demás exigencias constitucionales y legales; A 
ello se contrae, en consecuencia, el objeto, fin o interés jurídico protegidos por 
el derecho disciplinario, norma concordante con el artículo 209 de la Constitución 
Política; En una palabra, aunque el comportamiento se encuadre en un tipo 
disciplinario, pero se determine que el mismo para nada incidió en la garantía de 
la función pública y los principios que la gobiernan, deberá concluirse que la 
conducta está desprovista de ilicitud sustancial”54 
 
Conceptos, que hoy por hoy son aplicados por la Procuraduría General de Nación, 
en sus diferentes pronunciamientos, y no pueden ser ajenos al derecho disciplinario 




                                                          




4. RESPONSABILIDAD ANTE UN JUICIO SUBJETIVO EN MATERIA 
DISCIPLINARIA EMANADA DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 
Es entendible que el competente de las Fuerzas Militares, goza de un margen de 
discrecionalidad en su ejercicio del derecho disciplinario, atendiendo que la ley no 
tiene forma de contener con rigurosidad las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
en que se puedan presentar para cada caso en particular, sujeto de investigación. 
No obstante, se confía desde el ámbito militar, el orden justo y las garantías 
constitucionales en materia disciplinaria, especialmente en aquellos casos que 
emanan del ejercicio de la contratación pública.  
 
No obstante, y frente a ese fin de ejercer justicia disciplinaria militar, por parte de 
este juez, se pueden presentar causas externas que buscan mediar el proceso 
disciplinario e incluso situaciones personales que pueden generar una grieta en la 
objetividad de este competente disciplinario. Además, si el funcionario competente, 
como autoridad disciplinaria, no reúne la preparación suficiente para desarrollar el 
cargo encomendado, evidentemente no se podrá garantizar un juicio razonable, 
donde se cumpla con todas las formalidades materiales y procesales. 
 
Por consiguiente, como se explicó en un capítulo anterior, el régimen disciplinario 
se diferencia del régimen penal, en que las faltas disciplinarias son catalogadas por 
la doctrina y las leyes como tipos abiertos, ya que al legislador, quien goza de plena 
facultad constitucional para detallar las conductas que entrañan o no una falta 
disciplinaria, se le imposibilita en la medida de catalogar o singularizar todas 
aquellas faltas que revisten una sanción, así que será el operador jurídico quien 
analice si dicha falta que no esté catalogada dentro de la norma, reviste o no una 






En palabras de Castillo y Jiménez: 
 
“El régimen disciplinario se caracteriza a diferencia del penal, porque las 
conductas constituidas de falta disciplinaria están consignadas en tipos abiertos 
ante la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado de 
comportamientos donde se subsumen todas aquellas conductas que estén 
prohibidas a las autoridades o de los actos antijurídicos de los servidores 
públicos” 55 
 
En otras palabras, en el derecho disciplinario, es el juez disciplinario “quien debe 
establecer cual tipo disciplinario es sujeto de modalidad culposa, partiendo de la 
estructura del tipo, del bien tutelado y del significado de la prohibición”.56 
 
No basta con que el operador disciplinario adecue la tipicidad de la conducta y la 
antijuricidad de la misma, sino que es necesario probar la culpabilidad del sujeto 
pasivo, adoptando una decisión justa de acuerdo al imperio de la ley y garantizando 
el cumplimiento del principio de legalidad. 
 
De esta manera, la culpabilidad del sujeto disciplinado, se convierte en elemento 
clave y en parte esencial del proceso con el fin de establecer la responsabilidad del 
militar que cometió la falta sin justificación alguna. 
 
La Corte Constitucional ha sido muy clara al señalar que: 
 
“el derecho disciplinario es esencial para la buena marcha del Estado, toda vez 
que sus reglas y sanciones garantizan: la obediencia, la disciplina y el 
                                                          
55 CASTILLO, Diana y JIMÉNEZ, Sandra. Subjetividad del operador disciplinario. [En línea] 
Disponible en: <shorturl.at/atFMQ> [Consultado: 24 de abril de 2019] 
56 Ibid.  
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comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, con 
miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo, 
pues sin ellas, difícilmente podría exigírseles determinados comportamientos, y 
sería imposible que el Estado lograra la obediencia de los principios de igualdad, 
moralidad eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”57 
 
Recordemos que la falta será antijurídica cuando se afecta el deber funcional sin 
justificación alguna, ya que la ilicitud sustancial implica la protección de los bienes 
jurídicos considerados como fundamento del derecho disciplinario. 
 
De otra parte, el Consejo de Estado también comparte dicha posición, en efecto su 
línea jurisprudencial al respecto, señala: 
 
[…] “en el análisis de culpabilidad se valora el aspecto subjetivo de la conducta, 
por lo que este factor es el que determina si en un caso concreto se aplicó o no 
la responsabilidad objetiva, efecto para el cual no tiene relevancia la causación o 
no de un daño”58 
 
Tabla 1. Culpabilidad en materia disciplinaria 
 
Fuente: CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sentencia 01092. 
Expediente 16302015. (31 de enero de 2018) [C. P. Sandra Lisset Ibarra]. Sección segunda, 
subsección B. 
                                                          
57 Ibid.  
58 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sentencia 01092. Expediente 
16302015. (31 de enero de 2018) [C. P. Sandra Lisset Ibarra]. Sección segunda, subsección B. 
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Estructura que es aplicable en lo que respecta a la culpabilidad en materia 
disciplinaria de las Fuerzas Militares de Colombia desde la Ley 1862 de 2017, 
conforme al artículo 64 que se ocupa de la Aplicación de principios e integración 
normativa. 
 
Ahora bien, con el nuevo Código General Disciplinario, los competentes 
disciplinarios de las FFMM, deben valorar la siguiente estructura:  
 
Tabla 2. Culpabilidad en materia disciplinaria Ley 1952 enero 28 de 2019 
 
Fuente: Construcción del autor a partir de la norma contenida en la Ley 1952. 
 
Párrafos atrás se señaló que mientras en el derecho penal existen normas en 
blanco, para el derecho disciplinario solo se dan normas de textura abierta, sin 
embargo dicha diferenciación no debe de entenderse de manera absoluta, es decir, 
la forma de culpabilidad (dolo – culpa) tienen relevancia para todas las especies del 
derecho sancionador, sea este el derecho penal o el derecho disciplinario, así lo 
hace notar la Corte Constitucional en Sentencia C-155 de 2002 al afirmar de manera 
reiterada que: 
 
“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos deberes, para 
que se configure violación por su incumplimiento, el servidor público infractor sólo 
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puede ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente, pues el principio 
de la culpabilidad tiene aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo 
sino también en las demás expresiones del derecho sancionatorio, entre ellas el 
derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que el derecho 
disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios 
de derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo pues la particular 
consagración de garantías sustanciales y procesales a favor de la persona 
investigada se realiza en aras del respeto de los derechos fundamentales del 
individuo en comento, y para controlar la potestad sancionadora del Estado”59 
 
En otras palabras, pudiera decirse sin equívocos que el derecho disciplinario 
encuentra su origen común en los principios del derecho penal, como derecho 
sancionar del Estado. 
 
No obstante, la Tipicidad en materia disciplinaria, sólo se podrá invocar en el 
quebrantamiento de un principio que regula la contratación estatal o la función 
administrativa, como único elemento descriptor de una conducta disciplinaria, en 
dos circunstancias a saber: 
 
“(i) Cuando esta se desarrolla conforme a una norma constitucional de aplicación 
directa, en la cual se puede determinar con claridad cuál es el deber, mandato o 
prohibición que fue desconocido por el servidor público y, (ii) Aunque el principio 
sea general, éste se puede complementar acudiendo a una disposición de rango 
legal que lo desarrolle de manera específica; Adicionalmente, será requisito 
imprescindible que, en la formulación del pliego de cargos, la autoridad 
                                                          
59 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-155, Expediente D- 3680 (5 de marzo 
de 2002). [M. P. Clara Inés Vargas Hernández]. 
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disciplinaria establezca claramente tanto el principio como la regla constitucional 
o legal en la que se concreta la transgresión del orden normativo disciplinario” 60 
 
Por consiguiente, y frente a una responsabilidad disciplinaria, como resultado del 
ejercicio de la contratación estatal por militares en servicio activo, la cual 
categóricamente es una falta gravísima, lo cual genera una sanción de separación 
absoluta e inhabilidad general. Es decir, el retiro definitivo de la actividad militar y 
la inhabilidad de poder ejercer función pública entre un término de cinco a veinte 
años. Es fundamental, que la decisión debe fundarse en las pruebas regular y 
oportunamente a llegadas al proceso, atendiendo la sana critica, sin perjuicios de 
las solemnidades contenidas en la ley sustancial para la existencia y validez de 
estos actos. 
 
“En este sentido, se debe entender que en materia disciplinaria el proceso de 
adecuación típica supone la comprobación lógica y razonada de la relación de 
subsunción entre la descripción legal de la conducta disciplinable y la 
efectivamente desplegada por el sujeto activo, de lo cual surge a su vez, una 
relación de contrariedad entre el comportamiento de quien tiene a su cargo el 
ejercicio de funciones públicas y el deber presuntamente incumplido; Es decir, 
que en cuanto a la antijuridicidad en el derecho disciplinario se indicó que esta, 
al igual que en el derecho penal, no se limita a la sola adecuación típica de la 
conducta, esto es, para su configuración no basta que el actuar del servidor 
público encaje dentro del tipo disciplinario descrito en la ley (antijuridicidad 
formal), ya que tal consideración implicaría la viabilidad para responsabilizar 
objetivamente a un individuo por el solo incumplimiento formal de una norma; 
Aunque coinciden el derecho disciplinario y el derecho penal en esta apreciación, 
                                                          
60 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia 53013, Expediente 
11001-03-25-000-2013-00234-00(0530-13) (17 de octubre de 2018) [C. P. William Hernández 
Gomez] Sección segunda, subsección A. 
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no es así cuando se trata de analizar el otro componente de la antijuridicidad que 
sí contempla el segundo, denominado: antijuridicidad material”61  
 
“Este no está concebido en el primero, en la medida que para que se configure 
una infracción disciplinaria no exige un resultado lesivo o dañino al Estado, sino 
que se conforma con la existencia del quebrantamiento sustancial de los deberes 
funcionales encargados al servidor público que afecten la consecución de los 
fines del Estado; Por tal motivo, para que exista antijuridicidad sustancial de la 
conducta es menester que la afectación del deber funcional se origine en una 
actuación que no sea justificable por parte del disciplinado, lo que implica que 
debe analizarse que tal conducta no haya sido cometida, por alguna de las 
causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria consagradas en el artículo 

















El deber funcional de las fuerzas militares está consagrado en el capítulo séptimo 
de la Constitución Política de 1991, que establece una relación especial de sujeción 
intensificada para los miembros de la fuerza militares dada su naturaleza jurídica y 
como salvaguarda y protección de la Constitución. Defensa que no solamente se 
hace extensiva al orden público y la seguridad nacional, sino también a los 
derechos, principios y valores sobre los que se erige la Carta Magna y el 
ordenamiento jurídico, siendo parte esencial para el cumplimiento de los fines del 
Estado colombiano.  
 
El desarrollo de la contratación estatal, por los miembros de la fuerza militares, debe 
estar encaminada atender los principios que rigen la actividad contractual, por 
cuanto las acciones se encuentran reguladas por el Código General Disciplinario y 
más recientemente para las fuerzas militares según lo establecido en la Ley 1862 
de 2017 “Por la cual se establecen las Normas de Conducta del Militar Colombiano 
y se Expide el Código Disciplinario Militar”, en la que se regula claramente que la 
disciplina militar es un conjunto de normas de conducta que los militares deben 
observar y acatar en el ejercicio de su carrera, lo cual constituye una condición 
esencial para la existencia de las Fuerzas Militares y para salvaguarda y protección 
de la Constitución y los derechos, principios, valores y fines esenciales que se 
consagran en ella. 
 
La potestad sancionatoria de los funcionarios competentes debe adecuarse a 
decisiones ajustadas a derecho, garantizando un debido proceso y derecho de 
defensa, atendiendo los lineamientos de sus estatutos y procedimientos por ella 
establecidos. Máxime, que en procesos que riñen con la contratación pública, que 
hoy por hoy son temas de análisis social, no pueden prevalecer los shows 




En materia disciplinaria y de acuerdo a lo expuesto en el presente documento, se 
pudo establecer que la Corte Constitucional ha sido muy clara en señalar que no 
basta que la conducta del sujeto pasivo lesione un principio de carácter 
constitucional o contractual por sí solo, sino que es necesario que dicha conducta 
lesione o viole o ponga en peligro los aspectos inherentes a la función pública de 





























Es oportuno analizar la toma de decisiones por parte de los competentes 
disciplinarios en la Fuerzas Militares, atendiendo los diferentes cambios doctrinales 
y jurisprudenciales en la materia, garantizando así el principio de la dignidad 
humana de los disciplinables. 
 
Pese a que el régimen disciplinario de las Fuerzas Militares pueda presentar vacíos, 
los avances en materia disciplinaria y ética a nivel integral son evidentes. Y a pesar 
de estos vacíos los militares en servicio no pueden sustraerse de dichas 
responsabilidades de acuerdo a su deber funcional y a las relaciones especiales de 
sujeción intensificadas, en el entendido de que existe una relación especial que 
recae en el militar en servicio activo, mayores responsabilidades que las de 
cualquier otro servidor público. 
 
Es pertinente, por parte del Ministerio de Defensa Nacional, buscar una capacitación 
constante de los oficiales y suboficiales de las fuerzas militares, que ejercen la 
contratación estatal, como el derecho disciplinario, en busca del mejoramiento 
continuo, atendiendo los diferentes cambios jurisprudenciales.  
 
Finalmente, y con base a lo anteriormente expuesto, sería oportuno fortalecer el 
perfil profesional de los competentes disciplinarios en las fuerzas militares y que 
estos sean abogados y que no se delegue esta responsabilidad disciplinaria en los 
comandantes militares de armas, cuerpos y/o especialidades, quienes no siendo 
abogados asumen facultades para sancionar sin conocer las causales de 
justificación o de inculpabilidad y por ende pueden, sin proponérselo, llegar a afectar 
el principio de legalidad o el debido proceso, entre otros, atendiendo el parágrafo 2 
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